 “H., J. A. c/ C., J. L. s/ daños y perjuicios”

Poder Judicial de la Nación

//nos Aires, Capital de la República Argentina, a los 1 días del mes de julio de dos mil diez, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala B, para conocer en los recursos interpuestos en los autos caratulados: "H., J. A. c/ C., J. L. s/ daños y perjuicios" respecto de la sentencia de fs. 989/996 el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden Señores Jueces Doctores: MAURICIO LUIS MIZRAHI.- CLAUDIO RAMOS FEIJOO - GERONIMO SANSO.- 

A la cuestión planteada el Dr. Mizrahi, dijo: 

I. Antecedentes 

La sentencia de primera instancia, obrante a fs. 989/996, resolvió rechazar la demanda promovida por INDUSTRIAS H. S.A. y J. A. H. contra el Dr. J. L. C., como así también desestimó la pretensión incoada contra ANDREA FABIANA PÉREZ; disponiendo aplicar las costas a la actora vencida. 

Contra el referido pronunciamiento se alzaron los actores a la luz de los agravios que corren agregados a fs. 1013/1028, los que fueron respondidos a fs. 1030/1039. 

La causa tiene su origen en la demanda de fs. 79/94. En esa oportunidad, los accionantes narraron que se había encomendado al aquí encartado-el Dr. J. L. C.-la tramitación de un juicio de daños y perjuicios contra Oscar Esteban Zuviría y otros a raíz de la colisión múltiple de automotores acaecida el 18 de agosto de 1991; del cual resultó afectado el co-actor J. A. H., quien conducía el rodado Peugeot 505, dominio B-1962411. Sin embargo, el referido proceso concluyó de un modo anormal, pues el 27 de octubre de 1998 se decretó la caducidad de la instancia; resolución que fue confirmada por el Superior el 26 de noviembre de 1999.Tal evento sería la causa de los daños y perjuicios que ahora reclaman los actores al letrado demandado, habida cuenta que la mentada caducidad impidió reiniciar otro proceso al haberse operado la prescripción de la acción, con lo cual se le vedó a los pretensores la posibilidad de obtener una sentencia favorable que los resarciera de los perjuicios sufridos. 

II. La mala praxis profesional y su aceptación por el demandado 

Es importante destacar que el juez de grado estimó acreditada la mala praxis profesional del Dr. C. En efecto, concluyó el magistrado en la sentencia en crisis -después de una pormenorizada narración de los hechos-que "he de tener por configurada en la especie la existencia de conducta antijurídica del accionado, debiendo el mismo responder por los daños que -eventualmente, en adecuada relación de causalidad-se deriven de la inejecución del mandato oportunamente aceptado para la representación procesal de los actores en el juicio de daños que culminara con caducidad de instancia (arts. 511, 512, 513 ,902 , 1198 , 1904  y c.c. del C. Civil)" (ver fs. 993 vta., apartado D), in fine). 

El aquí encartado ha consentido plenamente ese obrar antijurídico que le atribuyó el sentenciador; y ello es así no solo porque no ha deducido queja alguna contra esas afirmaciones del juez, sino que se ha valido de ellas -es decir, las admite- cuando respondió a los agravios de los accionantes. Sobre el punto, me remito a las expresiones del demandado cuando señala que "el a quo entiende que en C. hubo responsabilidad técnica en la perención"; agregando que "yerra, el apelante, cuando cree que por el hecho de incumplir, C., sus obligaciones profesionales, de acuerdo a lo que sentenciaria el Juez de grado, va a proceder un resarcimiento en el que no se señalan y prueban los daños y perjuicios emergentes de esto" (ver fs. 1038 vta.); todo lo cual se remata con los siguientes dichos del accionado: "que haya habido culpa de C.en la caducidad ¿lo hace responsable de los daños y perjuicios de los que, pudiendo hacerlo, H., no reclamó?" (ver fs. 1039). 

En suma, lo hasta aquí transcripto vale para concluir que no será materia de debate en esta Alzada que el encartado ha incumplido con su deber profesional; o sea, para decirlo con las palabras del juez, tuvo una "conducta antijurídica", por lo que debería responder por la "inejecución del mandato", de manera que el juzgamiento de esa conducta ha quedado cerrada al pasar en autoridad de cosa juzgada. 

III. El rechazo por el juez de los daños reclamados y los agravios de los accionantes. 

El juez de grado, a pesar de admitir la conducta antijurídica del demandado; vale decir, su mala praxis profesional, rechaza la demanda con sustento en que el actor carecía de chance de tener éxito en el juicio. Para así concluir, el sentenciador invoca la aplicabilidad al caso del Plenario "Valdez c/ El Puente S.A.T." (del 10-11-1994); por lo que entiende que estaba a cargo de los pretensores la prueba de los eximentes que interrumpiera el nexo causal. En consecuencia, en razón de estimar la sentencia en crisis que tales eximentes no fueron acreditadas, se consideró que debía jugar en la especie la responsabilidad objetiva que recaía sobre los accionantes por imperio del art. 1113  del Código Civil; responsabilidad que vendría a eliminar toda posibilidad de chance de salir triunfantes en el pleito. Asimismo, tampoco accede el magistrado al reclamo del daño moral reclamado por la caducidad operada en los ya referidos autos "H., J. A. c/ Zuviría, Oscar Esteban"; y ello en función de no entender probada "la eventual lesión de sentimientos espirituales, su prolongación en el tiempo e intensidad y mucho menos que dicha lesión guarde relación de causalidad con la situación antijurídica objeto de análisis en estos actuados" (ver fs. 996). 

Los demandantes se agravian contra la sentencia desestimatoria.En síntesis, articulan que el juez decidió sin tener en cuenta elementos de prueba fundamentales, como lo son la experticia mecánica de fs. 558/563 de estos autos; y la obrante a fs. 238/244 de la causa "Machado, Adrián Gustavo c/ H., J. A.", agregada por cuerda (y que para este acto tengo a la vista); documentos de los cuales surgiría con toda claridad que -al menos- el co-actor H. no habría sido el exclusivo responsable del accidente múltiple acaecido el 18 de agosto de 1991. En cuanto al daño moral, también se deducen las respectivas quejas; invocándose precedentes judiciales que hicieron hincapié en el "padecimiento espiritual generado por la pérdida de confianza y lealtad depositadas en el profesional" (ver fs. 1027). 

IV. Estudio de los agravios 

IV. 1. La probabilidad del co-actor H. de tener un éxito parcial en el juicio perimido. 

Comenzaré por precisar que no he de coincidir con el análisis del juez de grado en cuanto estimó que en la demanda que entablaron los actores en el juicio "H., Jorge Alberto y otro c/ Zubiría, Oscar Esteban" (causa que también tengo a la vista para este acto), recaía sobre los accionantes una presunción de responsabilidad y que, por lo tanto, estaba a cargo de ellos la prueba de los eximentes liberatorios. Aprecio, lo anticipo, un error de enfoque en ese planteo. Veamos. 

Es verdad que, tratándose en el caso de una colisión de automotores, no se neutralizan los riesgos que aquellos generan sino que se mantienen intactas las presunciones de responsabilidad que consagra el art. 1113 del Código Civil, por lo que incumbe a la parte que es sujeto pasivo de una acción de daños demostrar los eximentes de responsabilidad que invoque (conf. Pizarro, Ramón Daniel, "Causalidad adecuada y factores extraños" en "Derecho de daños", Homenaje al Profesor Jorge Mosset Iturraspe, ps. 278 a 280, Buenos Aires, 1989; Kemmelmajer de Carlucci, Aída, "Responsabilidad en las colisiones", en honor del Dr.Augusto Mario Morello, p.224, La Plata, 1981; Mosset Iturraspe, Jorge, "Eximentes de responsabilidad por daños", t. IV, ps. 82 y sgtes., Santa Fe 1982; Trigo Represas, Félix A., "Aceptación jurisprudencial de la tesis del riesgo recíproco en la colisión de automotores", nota a fallo La Ley, 1986-D-479 y sgtes. Nro. 2888 b). Este es el criterio adoptado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (in re "Empresa de Telecomunicaciones c. Provincia de Buenos Aires", del 22 5 87, LL 1988 D 295, con comentario de Alterini, Atilio A., "Presunciones concurrentes de causalidad en la colisión plural de automotores"), por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires ("Sacaba de Larosa, Beatríz E. c/Vilches Eduardo F. y otro" del 8 4 86, LL 1986 D-479), y también fue receptado en "Las Sextas Jornadas Bonaerenses de Derecho Civil, Comercial y Procesal" (Junín, 27 al 29 de octubre de 1994) en el tema "Responsabilidad por riesgo creado". 

No se trata, en suma, de atribuir culpa: el dueño o guardián de un automotor, cosa riesgosa que causa un daño a otro, y que reviste la condición de demandado o reconvenido, será en principio responsable del daño causado, salvo que acredite "la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder" (art. 1113, segunda parte, in fine, Cód. Civil), o el casus genérico de los arts. 513 y 514  del Código Civil. 

Resulta asimismo importante destacar que este Tribunal, reunido en pleno, el 10 de noviembre de 1994 (in re "Valdez, Estanislao Francisco c/El Puente S.A.T. y otros s/daños y perjuicios, accidente de tránsito con lesiones o muerte") sentó la siguiente doctrina plenaria: "La responsabilidad del dueño o guardián emergente de accidentes de tránsito producidos como consecuencia de una colisión plural de automotores en movimiento, no debe encuadrarse en la órbita del art.1109 del Código Civil". 

Conforme a los parámetros precisados, no será ya la parte actora o reconviniente la que deba acreditar la culpabilidad del otro conductor; antes bien será éste (o el demandado titular dominial del vehículo) quien tendrá que probar la culpabilidad total o parcial de la víctima, o la intervención de un tercero ajeno, si pretende interrumpir en todo o en parte el nexo causal que emana de la aplicación de los presupuestos jurídicos antes reseñados (ver CNCiv., Sala D, 6/9/1999, en autos "Topini Alejandra B. c/ Gómez Ricardo y otros"; íd. Sala G, voto del Dr. Greco del 2/8/1993 en autos "Besomi c/ Dominguez, fallo 992252; LL 1994 C 85). 

En consecuencia, por lo ya dicho, estimo que el juez ha realizado una inversión equivocada de la presunción de responsabilidad. Repárese que el co-actor J. A. H. -en los autos arriba indicados- promovió su demanda sustentado en el art. 1113 del Cód. civil (ver fs. 208 de esos actuados); de manera que dicha presunción de responsabilidad recaía sobre los demandados, y no sobre los accionantes; y es a aquéllos, y no a éstos, a quienes correspondía probar los eventuales eximentes que les permitiera liberarse de su deber de responder que- en principio- la norma citada atribuye a quienes son sujetos pasivos de la acción de daños y perjuicios. 

Ha de ser entonces partiendo de los referidos lineamientos que se tienen que analizar los elementos probatorios colectados; y sólo cabrá entender que los actores no tenían ninguna chance de triunfar en el mentado pleito -al menos parcialmente- si consideramos que -con esas probanzas que tengamos en nuestras manos-debe tenerse por acreditada la ruptura total del nexo causal; situación que conllevaría al rechazo de la demanda que el co-actor H. había promovido en el juicio que terminó por caducidad de la instancia.Y bien, un estudio exhaustivo de las distintas constancias que he tenido a la vista me conduce a una respuesta negativa; o sea, que de ninguna forma podemos considerar que se lograría tener por probado el quiebre total del vínculo causal, de lo que se sigue la probabilidad de que el co-accionante H. -de no haberse decretado la caducidad de la instancia -podría haber logrado al menos la admisión parcial de su demanda. 

En efecto, por un lado, es posible certificar que el automotor Peugeot 505 -que conducía el citado co-actor- se desplazaba a una velocidad reglamentaria; lo cual no es un dato menor en la evaluación que me corresponde realizar. Repárese al respecto que en el informe de "Autopistas del Sol" (ver fs. 668 de estos autos) se señala que "la velocidad máxima de la Av. Gral. Paz (donde ocurrió el accidente) es de 80 km/h, salvo en el tramo que va desde su intersección con Ruta Panamericana, hasta la Avda. Lugones, donde es de 100 km/h". A su vez, en la experticia practicada en la causa se dictamina que "surge una velocidad de circulación (pre impacto) para el Peugeot del orden de los 80 km/h" (ver fs. 740 vta.); todo lo cual permite comprobar que H. no se desplazaba a una excesiva velocidad. 

Por otro lado, se verifica un dato medular que lleva a mi convicción de que los demandados en el juicio que promovieron los aquí accionantes muy difícilmente hubieran logrado interrumpir de modo total el nexo causal que los liberara de responsabilidad. Ese antecedente es el lugar en el que se hallaba estacionado el rodado con el cual impactó el vehículo Peugeot que conducía el referido co-actor. La experticia practicada en los autos "Machado, Adrián Gustavo c/ H., J.A.", concluye que aquel automotor estacionado -una camioneta Ford Ranchera-"se encontraba detenido sobre la banquina izquierda, con las dos ruedas derechas sobre el carril de circulación izquierdo, cuando fue impactado en su parte trasera derecha (ubicada en el carril de circulación) por la delantera izquierda del automóvil de la demandada" (esto es, el que conducía H.) (ver fs. 241 de dichas actuaciones). 

Es cierto que, como se denuncia a fs. 12/12 vta. del citado juicio "Machado", el Ford Ranchera había sufrido la pinchadura de la rueda trasera izquierda. Sin embargo, bien se observará que esa circunstancia no autorizaba a su conductor a invadir el carril de circulación. Acertadamente precisa el idóneo en la experticia obrante en dicha causa que un vehículo en esas condiciones "puede circular con un neumático trasero desinflado y/o pinchado" (más allá de los daños severos que dicho neumático puede padecer); pero de lo que se trata es de evitar accidentes fatales pues, como lo aclara el Ing. Temprano, "toda obstrucción en las vías de circulación genera un riesgo que aumentará con el tamaño de la misma y con el tiempo de permanencia" (ver fs. 240 vta./241 de los mencionados autos). 

Con lo expuesto, pues, se acredita que -como mínimo- medió una conducta imprudente del conductor del Ford Ranchera que, en los hechos -con un grado aceptable de probabilidad-, hubiera obstado a quedar en su totalidad exonerado de responsabilidad en el juicio, hoy perimido, que le promovieron los aquí actores. Precisamente, en precedentes similares, esta Sala ha sostenido que en esas vías de circulación -como la Avenida Gral. Paz- a los rodados que presentan desperfectos les está vedado detenerse; por lo que deben dirigirse de inmediato a la zona de detención más próxima, o bien abandonar la vía en la primer salida que esté a su alcance. Más concretamente, hemos sentenciado que "la circunstancia de que la citada detención pueda deberse a la pinchadura de un neumático no alcanza para excusar de responsabilidad al conductor.

Es que en modo alguno esa situación conlleva -o impone- la inmediata y automática interrupción de la marcha del vehículo en el estado y lugar donde el desperfecto se verifique; más allá del mayor deterioro que la cubierta pudiera sufrir con motivo de prolongar su rodamiento. Vale decir, que el automóvil puede continuar brevemente la circulación hasta colocarse en condiciones reglamentarias y prudentes de frenar y proceder a su recambio. Por lo demás, no podemos olvidar que este tipo de inconvenientes podrían calificarse como ordinarios y corrientes; lo que exige que tales contingencias deban subsanarse en los sitios adecuados, sin utilizar la autopista a título de estacionamiento" (ver, esta Sala, "Viñas, Juan Carlos c/ Lagota, Roberto Crispin s/ daños y perjuicios", del 19/05/2010; íd., íd., "Bufager Fandi, Alí c/ Sosa, Cirilo R. s/ daños y perjuicios", del 14/04/98; íd., íd., "Godoy, Hugo O. c/ Misigoj, Antonio P. s/ daños y perjuicios", del 17/07/97; íd., Sala J, "Nápoli de Salcedo, Saveria c/ Casteluccio, Alejandro M. s/ daños y perjuicios", del 29/9/99). 

En suma, la detención de la marcha ante cualquier inconveniente técnico debe realizarse en los lugares reglamentarios y sin invadir el espacio de circulación vehicular; constituyendo la conducta contraria -como la que ha llevado a cabo el conductor del Ford Ranchera-una imprudencia que genera un grave riesgo para sí y para terceros. Es esta imprudencia -la detención del rodado en un lugar prohibido-la que neutraliza, al menos en un cierto grado, la responsabilidad que podría presumirse en el conductor de un vehículo que embiste a otro; como ha sido el caso del automotor del co-actor H. (ver, esta Sala, "Medina, Oscar c/ Almafuerte S.A.T.A.C.I. s/ daños y perjuicios", del 23/02/2010; "Bassi, Julia Concepción c/ Yano, Eduardo Julio s/ daños y perjuicios", del 23/04/2009; entre otros). 

IV.2.Los límites a las pretensiones indemnizatorias 

A los fines de determinar la indemnización que podría corresponderle a los accionantes (o a alguno de ellos, como luego veremos) por la mala praxis incurrida por el Dr. C. en su trabajo profesional, resulta necesario establecer los debidos límites a la pretensión indemnizatoria de autos. A ellos me referiré a continuación. 

En primer lugar, debe puntualizarse que los propios actores terminan por admitir la parcial responsabilidad de H. en el accidente vial del cual éste fue protagonista. Véase que a fs. 85 vta. de estos autos se afirma que la mentada responsabilidad del citado co-actor "no podía serle atribuida en su totalidad, pues únicamente se había constituido en una parte del accidente múltiple en el que había participado"; criterio que se ratifica a fs. 88 vta. cuando se hace referencia "al grado de responsabilidad que se le atribuya al Sr. H. en el accidente múltiple en el que participó". 

En segundo lugar, deben ser excluidos del cálculo indemnizatorio las sumas que podría haber llegado a solventar el Sr. H. -tal como se reclama- en los autos que también tengo a la vista, rotulados "Bucciarelli, María Dolores c/ H., J. A."; "Bordón, Josefa c/ H., J. A."; y "Machado, Adrián c/ H., J. A.". Efectivamente, con respecto a los dos primeros juicios, la improcedencia es evidente pues se tratan de procesos que han fenecido por haberse decretado en ellos la caducidad de la instancia (ver fs. 385 y 547, respectivamente, de los autos citados); de manera que el mencionado H. no ha abonado suma alguna que justifique alguna reparación. 

En lo atinente a la última causa referida -"Machado"- la suma de $ 65.000 que el Sr. H. abonó -"al solo efecto conciliatorio sin reconocer hecho ni derecho alguno" (ver fs. 529 de tales actuaciones)- no guarda a mi juicio relación de causalidad adecuada con la negligencia profesional del Dr. C., la que tuvo lugar en un juicio diferente, como lo fue la causa "H., J. A.y otro c/ Zuviría, Oscar Esteban". En otras palabras, lo que corresponde computar aquí -a los fines indemnizatorios-son sólo las posibilidades que tenían los pretensores de percibir en los autos indicados las sumas reclamadas, que no pueden ir más allá que los rubros que los propios actores requirieron; a saber: daños a la salud, incapacidad sobreviniente, las dos ortesis del pie, gastos de medicamentos, gastos médicos, lucro cesante, daños al vehículo, gastos de movilidad, compra de nuevo vehículo, daño psicológico, daño moral, y daños reclamados por Industrias H. S.A.; enumeración que se realiza tomándola de la demanda del mencionado juicio, a fs. 178/193; sin que ello signifique abrir juicio sobre la procedencia específica de cada partida que fue objeto de reclamo. 

En tercer lugar, hace a los límites de la pretensión indemnizatoria determinar lo que es una chance y cuáles son sus alcances; pues resulta evidente que si un juicio fenece por caducidad de la instancia -atribuible a la mala praxis del abogado-sin duda lo que está en juego es la chance que tenía el actor de tener algún éxito en dicho juicio si hubiera continuado con su tramitación regular. 

En definitiva, se verifica una chance cuando existe la oportunidad, con visos de razonabilidad o fundabilidad, de lograr una ventaja o evitar una pérdida. Y por supuesto que la frustración de esa probabilidad, imputable a otro, engendra un perjuicio resarcible. De aquí se sigue que el deber de reparar, en principio, acontece cuando hay algo actual, cierto e indiscutible; y que es precisamente la efectiva pérdida de la oportunidad de lograr un beneficio. 

Ahora bien, sobre este tema resulta indispensable efectuar dos precisiones; una, relativa al requisito que se debe reunir; la otra, atinente al alcance de la indemnización.

La primera, es que la pérdida de chance no genera la obligación de indemnizar cuando se trata de la frustración de meras posibilidades o expectativas; es decir, cuando éstas son muy vagas o generales, pues en tales casos el daño que se invoca sería puramente eventual o hipotético, y es sabido que resulta improcedente conceder indemnizaciones por meras conjeturas. Es por ello que esa posibilidad perdida -para dar nacimiento a la obligación de indemnizar- tiene que tener una intensidad tal de modo que se erija en una probabilidad suficiente; o sea, que es necesario que la pérdida se encuentre debidamente fundada a través de la certeza de la probabilidad del perjuicio. 

La segunda precisión a efectuar en materia de chance es que -cuando lo truncado es una probabilidad suficiente- lo que se indemniza es la chance misma y no la ganancia o pérdida que era objeto de aquélla; a cuyo efecto el juez ha de evaluar la mayor o menor probabilidad de que esa chance se convierta en cierta. Esto significa, desde luego, que el resarcimiento a disponer en ningún supuesto ha de tener el alcance que lo identifique con el beneficio perdido, pues -si mediara tal identificación- se estaría indemnizando concretamente la ganancia frustrada o la pérdida generada, y no la probabilidad de lograrla o de evitarla, que hace a la esencia de la chance. 

La jurisprudencia y doctrina, tal como se detallará seguidamente, es coincidente en los precedentes lineamientos (ver esta Sala, en autos, "Torres, Horacio J. c/ Microómnibus Norte L. 60", del 16/11/2006; íd., in re "Oubiña c/ Soc. Italiana de Beneficencia y ots.", del 27/2/2008; CNCiv., Sala C, del 5/8/74, LL 156-274; CNCiv., Sala G, del 21/12/81, LL 1982-D-475; CNCiv., Sala J, del 23/4/2007, en autos "V.A. c/ Banco Superville"; CNCiv., Sala D, del 24/5/2006, "G., R.L. c/ G., P.A. y otros"; SC Mendoza, Sala 2º, del 31/10/79, JA 1980-I-197; CNFed. Civ.y Com., Sala 2º, del 26/8/88, LL 1989-A-342; Zabala de Gonzalez, Matilde, "Resarcimiento de daños", vol. 2º "Daños a las personas", p. 373 y sigtes., ed. Hammurabi, Buenos Aires, 1991; Alterini, Atilio Aníbal, Ameal, Oscar José y López Cabana, Roberto M., "Derecho de Obligaciones", p. 790, Nº 1856, 2º edición, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1998). 

IV.3. La probabilidad suficiente del co-actor H. de tener un éxito parcial en el juicio. Improcedencia del reclamo de Industrias H. S.A. 

En el caso de autos, y conforme a lo ya anticipado, entiendo que el co-actor H. -en el juicio "H., J. A. y otro c/ Zuviría, Oscar Esteban"-contaba con una probabilidad suficiente de tener como mínimo un éxito parcial en la demanda que había entablado; por lo que en los acápites siguientes se evaluará la cuantía de la indemnización que le corresponde. 

Sin embargo, el criterio ha de ser diferente respecto de "Industrias H. S.A.". Sobre la cuestión, destácase que tanto en la pretensión inicial de aquél pleito, como en el alegato, la parte actora señaló que "sin duda las consecuencias del accidente provocaron alteraciones notables no sólo en el Sr. H., sino también en su familia y empresa"; que "la figura del presidente es fundamental para llevarla adelante"; que "resulta muy difícil cuantificar el perjuicio originado a la empresa, toda vez que se perdieron negocios y operaciones debido a la imposibilidad de H. de seguir con su conducción" (v. fs. 956/957). Ahora bien, se advertirá que no sólo hay una dificultad patente para justipreciar este rubro -aceptada por los propios pretensores- sino que, además, estimo que lejos están esos supuestos daños de la empresa de guardar una relación causal relevante -desde el punto de vista jurídico- con el siniestro bajo estudio; esto es, que tales hipotéticos perjuicios no constituyen consecuencias que puedan calificarse de directas e inmediatas del hecho que se juzga (ver arts.901 a 904  del Código Civil). 

En función de lo señalado, habré de proponer al Acuerdo que se confirme el rechazo de la demanda en lo que se refiere a los reclamos vagos e imprecisos efectuados por "Industrias H. S.A.". Las costas, no obstante, se han de imponer en el orden causado; habida cuenta las particularidades del juicio y de que la citada sociedad pudo creerse -razonable y objetivamente- con derecho a litigar. 

Así las cosas, y conforme a los señalamientos precedentes, se evaluarán seguidamente las partidas indemnizatorias que se han de otorgar al co-actor J. A. H. 

IV.4. La indemnización del daño material 

En el escrito inaugural de los autos "H., J. A. c/ Zuviría, Oscar Esteban", el pretensor reclamó una indemnización de $391.660 (v. fs. 194 de dichas actuaciones); incluyendo daños físicos y psíquicos, gastos de todo tipo, daño moral, daños al vehículo, etcétera. Sin embargo, tal cual surge de la demanda incoada en esta causa, ese monto final solicitado no se compadece con la suma de los diversos importes descriptos y analizados a lo largo de la pretensión de aquél expediente, los cuales ascenderían a la cantidad de $421.660 (v. fs. 83/84). Sobre este punto, ya anticipé que muchas de esas partidas indemnizatorias no guardan una relación causal relevante con el accidente de marras; al par que las restantes deberán ser estudiadas a la luz de las consideraciones ya enunciadas en los acápites anteriores del presente voto. 

Claro está que, en tanto no se produjeron pruebas en el juicio concluido por caducidad de la instancia, cabe estar a las probanzas anejadas en autos.En este sentido, comenzaré por decir que el experto médico designado en la causa sostuvo que "el actor presenta como consecuencia del hecho relatado...una secuela de fractura de acetábulo pelviano reparada quirúrgicamente"; que "fue sometido a tracción femoral y posteriormente colocación de tres tornillos de fijación para contener los trazos fracturados de hueso"; que "el tiempo de internación, convalecencia y rehabilitación...es de seis meses"; que "el estado actual de la lesión es de consolidación, aunque con secuelas en cuanto a la movilidad"; y, en fin, que "el total de incapacidad es de 24,4% T.O". A su vez, el experto adujo que "el accidente de tránsito no produjo daño psíquico" (v. fs. 760/763). Cabe destacar que estas conclusiones del experto no fueron impugnadas por la parte actora; lo que echa por tierra la aseveración de ésta de sufrir una incapacidad del 100% de la T.O y un severo daño psicológico (v. fs. 86). 

Repárese que en materia de procesos de daños y perjuicios, la prueba pericial deviene relevante ya que el informe del experto no es una mera apreciación sobre la materia del litigio, sino un análisis razonado con bases científicas y conocimientos técnicos (CNCiv., Sala D., en autos "Yapura, Gregoria Erminda c/ Transporte Automotor Riachuelo S.A. s/ Ds. y Ps., expte. libre nº 77.257/98, del 8/10/02; íd., "Fiorito, José Luis c/ Petersen, José y otro s/ Ds. y Ps", expte. libre nº 105.505/97, del 20/09/91). Por otra parte, deberá tenerse presente que la función de las experticias es de asesoramiento, pues se trata de cuestiones ajenas al derecho respecto de los cuales el Juez no tiene conocimientos específicos.La solvencia técnica que se desprende de cada profesión indica que los dictámenes de expertos es lo que resulta más adecuado; y ello es así porque es el fruto del examen objetivo de circunstancias de hecho, de aplicación a éstas de los principios científicos inherentes a la especialidad, y de los razonamientos que siguen para dar respuesta a los temas sometidos a su dictamen (CNCiv., Sala D, en autos "Quiros de Delgado, Nélida c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. s/ Daños y Perjuicios", expte. libre n1 25.403/93 del 27/12/96). (cfr., además, mi anterior voto in re "Chomsky c/ Palavecino s/ ds. y ps", del 15/12/2005). 

Por lo demás, no puede soslayarse que el art. 458, in fine , del ritual, autoriza a la parte a designar un consultor técnico; el que -contando con la idoneidad del caso- está en condiciones de glosar a la causa una verdadera contra experticia que lleve al ánimo del juez de que son acertadas sus operaciones técnicas y fundamentos científicos, en lugar de los volcados por el perito designado de oficio. Sin embargo, los accionantes no han acudido a esta relevante herramienta procesal. 

A mérito de todo lo reseñado, teniendo en cuenta las conclusiones a las que ha arribado el experto médico de autos, los perjuicios relacionados con respecto al rodado (v. fs. 81/85 y 90 de la causa "H. J. A. c/ Zuviría, Oscar Esteban"), la tasa de justicia oblada, los gastos médicos irrogados (v. fs. 133, 136/137 del referido expediente y demás constancias), el daño moral sufrido por el pretensor a raíz del accidente; y -por supuesto- considerando muy en particular los límites a las pretensiones reparatorias señalados en el apartado IV.2.; habré de proponer a mis colegas que se establezca la suma indemnizatoria de $20.000 por la partida en estudio. Para así decidir, se tienen en cuenta las facultades conferidas por el art.165 del ritual y que, en la especie, se está indemnizando la chance misma, y no lo que fue objeto de ella. 

IV.5. La indemnización del daño moral 

En general se admite que para que estemos ante un daño moral es indispensable que se verifique una lesión a los sentimientos o afecciones legítimas, perturbándose la tranquilidad y el ritmo normal de vida, por lo que representa una alteración desfavorable en las capacidades del individuo para sentir, querer y entender; traduciéndose en un modo de estar de la persona diferente de aquél en que se hallaba antes del hecho. 

Es que el daño moral -en tanto configura un menoscabo a los intereses no patrimoniales- es el conjunto de sinsabores, angustias, pesares, sufrimientos, etcétera, que el injusto provocó en el damnificado; más allá de las secuelas de orden psíquico que el episodio pueda o no dejar en la víctima, según su peculiar sensibilidad y circunstancias personales (ver Cammarota, Antonio, "Responsabilidad extracontractual. Hechos y actos ilícitos", ed. Depalma, Buenos Aires, 1947, p. 102; Zavala de González, Matilde, "Resarcimiento de daños, T. 2b, pág. 593 y ss.; Zannoni, Eduardo A., "El daño en la responsabilidad civil", Ed. Astrea, p. 287; CNCiv, Sala C, 22-12-2005, "Vega Rubilan, Soria de las Mercedes c/ Transporte Automotor General Las Heras SRL", LL, online; íd., Sala E, 26-5-2006, "Montalbetti, Carlos F. y otros c/ Microómnibus Sur SAC y otros"). 

No puede discutirse que el daño moral recae en el lado íntimo de la personalidad, y en este sentido es verdad que nadie puede indagar el espíritu de otro tan profundamente como para poder afirmar con certeza la existencia, y en su caso la intensidad, del padecimiento y angustia que se invoca. Es que se trata de un sentimiento que, como decía Kant, representa un estado que "no contiene más que lo subjetivo puro" (ver Principios metafísicos del Derecho", p.13, Imprenta de José María Pérez, Madrid, 1873). 

No obstante lo expuesto, la circunstancia de que nos hallemos ante supuestos de alteraciones emocionales profundamente subjetivas e inescrutables no ha de impedir la evaluación del juez, la que -necesariamente- tendrá que ser objetiva y abstracta; para lo cual se considerará cuál pudo ser hipotéticamente el estado de ánimo de una persona común, colocada en las mismas condiciones concretas en que se encontró la víctima del acto lesivo (ver Bustamante Alsina, Jorge, "Teoría General de la Responsabilidad civil", p. 247, 9º edición, Abeledo Perrot, 1997). De todas maneras, y en lo que hace a la magnitud y el alcance del daño moral, es verdad que podrá ser presumido por el juez por vía indirecta, tras la prueba por la víctima de determinadas situaciones por las que ella transita a raíz del injusto (ver Zabala de González, Matilde, "Resarcimiento de daños", T. 2b, p. 593 y ss.). 

Desde luego que, a los fines indemnizatorios, no sólo se debe tener en cuenta las condiciones personales de la víctima al momento del evento sino también evaluar los padecimientos de esta índole que razonablemente pudo haber a consecuencia del hecho dañoso. El juez de grado, siguiendo cierta orientación jurisprudencial (ver CNCiv, Sala A, 08-02-2010, JA, fascículo N° 7, 2010-II, p. 69), desechó el daño moral argumentando que no se han probado las lesiones de orden espiritual. 

No he de seguir el criterio de la sentencia de primera instancia. Es que si bien es cierto que en materia contractual la cuestión debe observarse desde una perspectiva diferente en la que juega la libre apreciación del magistrado, tampoco podemos afirmar que el daño moral en la esfera contractual es "excepcional" y que solo tiene lugar en escasas circunstancias. En tal sentido, y más allá de la prueba que haya o no colectado el actor, dicho daño podrá ser presumido por el juez atendiendo a la naturaleza del incumplimiento contractual.Precisamente, en el caso concreto, no cabe ninguna duda que la conducta inadecuada del profesional demandado -vale decir, su mala praxis profesional que generó la caducidad de la instancia- generó en el Sr. H. angustias y padecimientos -que holgadamente superaron las meras molestias e incomodidades-; pues, como cliente, es de suponer que había depositado en el letrado toda su confianza y expectativas que terminaron por ser injustamente defraudadas (conf. CNCiv, Sala G, "Martínez, Pablo Mariano c/ Ferrando, Ricardo y otros", del 23/12/2008, RCyS 2009- IV, 161; íd., Sala D, "Kohler, Graciela y otros c/ Saleme, Carlos Andrés" , del 21/04/2009, RCyS 2009-VIII, 154). 

En atención a los argumentos desarrollados, propondré al Acuerdo que se fije la suma de $6.000 por el rubro indemnizatorio bajo análisis. 

IV.6. Los intereses 

Sobre esta cuestión diré que en el caso se impone la vigencia del art. 303 del ritual que establece para todo el fuero la obligatoriedad de los fallos plenarios. Así, en la sentencia de esta Cámara, en pleno, en los autos "Samudio de Martínez, Ladislada c/ Transporte Doscientos setenta S.A. s/ Daños y Perjucios", dictada el 20 de abril de 2009, se resolvió dejar sin efecto la doctrina fijada en los fallos plenarios "Vazquez, Claudia c/ Bilbao, Walter y Otros"  (del 2-8-1993) y "Alaniz, Ramona Evelia c/ Transporte 123 S.A."  (del 23-3-2004), disponiéndose aplicar la tasa de interés activa cartera general (préstamos), nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina. Estos réditos, dada la naturaleza del presente juicio, deberán computarse desde la notificación de la demanda al letrado aquí condenado. 

V. Conclusión 

A tenor de las consideraciones fácticas y jurídicas desplegadas a lo largo del presente voto, propongo al Acuerdo: a) confirmar el fallo recurrido en cuanto rechaza la demanda entablada por "Industrias H. S.A."; b) revocar la referida sentencia en cuanto rechaza la acción deducida por J. A. H.; la que se admite parcialmente contra el Dr.J. L. C., a quien se lo condena a pagar la suma de $26.000. A esta cantidad se adicionarán los intereses, que correrán desde la notificación de la demanda y que se computarán a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida, a treinta días del Banco de la Nación Argentina; c) las costas de ambas instancias por la demanda que prospera a favor de J. A. H. se aplican al demandado vencido; el que también deberá responder por las derivadas de la intervención de los peritos actuantes en autos. Al par, se impondrán en el orden causado las costas devengadas por el rechazo de la acción incoada por "Industrias H. S.A.". 

Los Dres. Ramos Feijóo y Sansó, por análogas razones a las aducidas por el Dr. Mizrahi, votaron en el mismo sentido a la cuestión propuesta. 

Con lo que terminó el acto: 

MAURICIO LUIS MIZRAHI. 

CLAUDIO RAMOS FEIJOO. 

GERONIMO SANSO.- 

Es copia fiel del Acuerdo que obra en la Pág. nº a nº del Libro de Acuerdos de esta Sala B de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.- 

Buenos Aires, julio 1 de 2010.- 

Y VISTOS: Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, se resuelve a) confirmar el fallo recurrido en cuanto rechaza la demanda entablada por "Industrias H. S.A."; b) revocar la referida sentencia en cuanto rechaza la acción deducida por J. A. H.; la que se admite parcialmente contra el Dr. J. L. C., a quien se lo condena a pagar la suma de $26.000. A esta cantidad se adicionarán los intereses, que correrán desde la notificación de la demanda y que se computarán a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida, a treinta días del Banco de la Nación Argentina; c) las costas de ambas instancias por la demanda que prospera a favor de J. A. H. se aplican al demandado vencido; el que también deberá responder por las derivadas de la intervención de los peritos actuantes en autos. Al par, se impondrán en el orden causado las costas devengadas por el rechazo de la acción incoada por "Industrias H.S.A.". 

Notifíquese y devuélvase.-

